Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 44 minutos) 

Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes: ) 


SEÑORA SECRETARIA.- “Nota de la Corte Electoral, de 13 de julio de 2011, en respuesta a la 
consulta realizada por la Comisión por Nota N* 1/2011, de 4 de marzo de 2011, relacionada con el 
proyecto de ley por el que se modifica la Ley N* 18.485, de regulación de funcionamiento de los 
Partidos Políticos. Carpeta N* 357/2010. Asimismo informa del procedimiento optado y las vicisitudes 
de su aplicación, relativa a la sanción prevista para quienes no den cumplimiento a la presentación de 
la rendición de cuentas ante la Corte Electoral. 


Nota enviada por el señor profesor de Derecho Penal de la Universidad de Montevideo y de la 
Universidad de la República, doctor Miguel Langón Cuñarro, en respuesta a la consulta realizada por la 
Comisión por Notas Nos. 49 y 50/2011, de 25 de mayo de 2011, relacionada con el proyecto de ley 
presentado por el señor Senador Francisco Gallinal, por el que se modifica el artículo 26 de Código 
Penal, Carpeta N* 571/2011”. Este asunto está relacionado con la causal de legítima defensa. 


“Nota enviada por el señor Presidente de la Cámara de Industrias del Uruguay, Washington 

Burghi, de 3 de agosto de 2011, en respuesta a la consulta realizada por la Comisión por Nota N* 

6/2011, de 16 de marzo de 2011, relacionada con los proyectos de ley por los que se modifica la Ley 

N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, de abreviación de los procesos laborales, Carpetas Nos. 
223/2010 y 497/2011”. Esto fue entregado en la reunión de la Subcomisión. 


“Revista de Derecho Laboral, de abril-junio de 2011, presentada por la señora Ministra 
integrante del Tribunal de Apelaciones de Trabajo de 1er. Turno y profesora de Derecho del Trabajo de 
la Universidad de la República, doctora Rosina Rossi, en audiencia del día 3 de agosto de 2011, con la 
Subcomisión formada para estudiar los proyectos de ley por los que se modifica la Ley N* 18.572, de 
13 de setiembre de 2009, de abreviación de los procesos laborales, Carpetas Nos. 223/2010 y 
497/2011. 


Nota de la oficina de Estudios Legislativos, de 29 de julio de 2011, en respuesta a la consulta 
realizada por la Comisión por Nota N* 52/2011, de 21 de julio de 2011, por la que brinda información 
relacionada con el Informe de Uruguay al Comité de los Derechos del Niño”. En el día de hoy se 
reparte un listado de leyes en papel y en un CD, que ya obra en poder de los señores Senadores. 


“Nota de la Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda, de la Cámara de 
Representantes, de 2 de agosto de 2011, por la que remite la versión taquigráfica de la reunión 
efectuada el 1” de agosto de 2011, con los integrantes de la Junta de Transparencia y Etica Pública. 


Nota de los Institutos de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social y Derecho Procesal de 
la Universidad de la República, de 3 de agosto de 2011, en respuesta a la consulta realizada por la 
Comisión por Nota N* 10/2011, de 16 de marzo de 2011, relacionada con los proyectos de ley por los 
que se modifica la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, de abreviación de los procesos 
laborales, Carpetas Nos. 223/2010 y 497/2011”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cada asunto seguirá el trámite correspondiente. Uno de ellos figura en el 
Orden del Día de la sesión de hoy y, por lo tanto, lo consideraremos en su oportunidad. 


Corresponde ingresar a la consideración del primer punto del Orden del Día: “Carpeta N* 
375/2010. Eduardo Muguruza. Suspensión de los fueros parlamentarios.” 


En consideración. 


SEÑOR MICHELINI.- Hace unos días tratamos este tema, pero finalmente quedó en el Orden del Día 
porque teníamos algunas discrepancias, incluso dentro del propio Frente Amplio. Asimismo, se dio una 
discusión en Sala en la que el señor Senador Gamou y quien habla adherimos a la teoría de que estas 
solicitudes de desafuero originadas en dichos, que llegan luego de que pasan por la Suprema Corte de 
Justicia -aunque esta actúa en forma automática- se rechacen también automáticamente como forma 
de dar una señal. 


Más allá de la hilaridad que pueda haber generado en el Plenario, algunos de nosotros 
dejamos el tema del ex Senador Lara fuera de esta consideración, porque a nuestro entender eso 
formó parte de una situación enfermiza que duró meses. Eso lo dejamos de lado. A estos casos los 
vinculamos más con quienes en la lucha política diaria ejercemos cargos públicos, en la interna o en 
contraposición de ideas con otros partidos, pues al parecer se trata de dirimir en el ámbito de la Justicia 
una situación originada por dichos, cuando la palabra es un elemento esencial y sustancial para los 
parlamentarios en la defensa ante empujes autoritarios. 


Nosotros privilegiamos el tema de la libertad como una señal, independientemente de las 
críticas que pueden surgir a nivel de la sociedad con respecto a que supone que los parlamentarios no 
votamos desafueros de otros porque protegemos a nuestros pares. Lo cierto es que cuando 
protegemos a nuestros pares, lo hacemos por temas vinculados a dichos, a la palabra y, en definitiva, a 
la libertad, a nuestro juicio, más que los fueros parlamentarios, estamos protegiendo la libertad de la 
República. 


Si bien en la interna de la fuerza mayoritaria se comparten estos criterios, en el caso del 
señor Muguruza recuerdo que el señor Presidente de la Comisión en varias oportunidades planteó que 
cuando ocurrió esta situación de los dichos el señor Muguruza no era Senador. Esta discrepancia se 
planteó no solo en el seno de la Comisión, sino también en nuestra fuerza política. Algunos que no 
somos mayoría en nuestra Bancada no tenemos intención de hacer de esto una cuestión de principios. 


Nosotros vamos a solicitar que la consideración de este punto se postergue una semana más 
porque estamos tratando de redactar una resolución —algunos la quieren muy breve y otros más 
extensa— que no haga hincapié esencialmente en los informes de los juristas. Este es un Cuerpo 
absolutamente político y no se trata de que los juristas nos marquen la cancha sobre hechos que 
muchas veces tienen connotaciones políticas; de ser así, se estaría generando un antecedente que 
nos llevaría a hacer lo que los juristas determinen. Sería importante que en este proceso pudiéramos 
tener un texto -que haríamos llegar al resto de los integrantes de la Comisión— que nos permitiera 
marcar el momento de los dichos. Independientemente del informe de los juristas, en el cotejo de las 
fechas podemos encontrar quién dijo lo que dijo. En mi opinión, esto no debería pasar por un proceso 
penal, pero siempre están los aspectos del honor. Creo que fue la expresión “fascistoide infiltrado” la 
que provocó lo que provocó; de todas formas, habría que analizar los dichos. Lo cierto es que en el 
momento en que los dijo, el señor Muguruza no tenía las inmunidades parlamentarias que luego sí tuvo 
y podría tener en los próximos días, aunque no referido a esto, sino a la suplencia. Es más, creo que 
habría que hallar una redacción que permita a la Jueza citarlo sin problema, sin que la citación coincida 
nuevamente con su actuación como suplente. 


Hago todo este racconto —que no coincide con la posición de algunos de nosotros— para decir 
que estamos buscando un texto y solicitamos la postergación de la consideración de este punto por 
una semana más. La idea es resolverlo en esa instancia y en la posición que fue marcada tanto por el 
señor Presidente de la Comisión como por el señor Senador Nin Novoa, es decir, mediante la 
aprobación de un texto que nos permita reivindicar o levantar los aspectos de que el fuero 
parlamentario es base y esencia de las libertades públicas. Quizá logremos la redacción adecuada —al 
decir de algunas Bancadas: un texto corto— para salir de esta situación. ¡Veremos si la creatividad 
literaria nos permite, de aquí a algunos días, que el próximo martes podamos votar el tema en este 
ámbito y el miércoles, si hay sesión, hacer lo propio en el Senado! 


Aesos efectos, solicitamos la postergación del tema por una semana más. 


SEÑOR PASQUET.- Nosotros vamos a votar la prórroga que plantea el señor Senador Michelini como 
es de estilo, pero como este asunto no se ha postergado dos sino tres veces, quiero expresar mi deseo 
de que se pueda votar el próximo martes en el Senado. No se trata del simple deseo genérico de que 
los temas se vayan sustanciando y resolviendo ni de las razones por las que tiempo atrás, en 
oportunidad de tratarse otro desafuero, el propio señor Senador Michelini decía que debíamos 
resolverlo rápidamente porque el asunto no podía estar demasiado tiempo en el Orden del Día, 
etcétera, sino que aquí hay un elemento adicional, ya que estos delitos de difamación e injuria tienen 
plazos de prescripción breves y hasta plazos de caducidad. 


Por supuesto que la parte denunciante podría decir que el proceso estaba suspendido y que 
mientras eso ocurría, porque el Parlamento no se pronunciaba sobre la cuestión de los fueros, el plazo 
no corría; pero sabemos que los abogados casi siempre se apoyan en argumentaciones en otros 
sentidos. En realidad, si finalmente se va a decir que para este caso no hay fueros, supongo que el 
abogado defensor podrá argumentar que el plazo corrió desde el primer día y, en consecuencia, todo 
caducó, prescribió, etcétera. 


Me parece que en las actuales circunstancias lo peor que podría pasarnos sería que mañana 
nos dijeran que postergamos una decisión sobre el tema hasta que operó la prescripción y, de esa 
forma, impedimos el juzgamiento de una persona que ni siquiera tenía fueros. En definitiva, hemos 
llegado a eso porque no se trata de un problema de interpretación del alcance de los fueros ni de si hay 
lugar a la formación de causa; la cuestión es que no hay fueros porque los hechos corresponden a un 
momento en que la persona no los tenía y actualmente tampoco es titular. 


SEÑOR MICHELINI.- En este caso, nuestro interés tampoco radicaría en tener información que 
indicara que los plazos prescribieron. Estamos intentando postergar una semana el tratamiento del 
tema porque hubo posiciones diferentes y trataremos de encontrar un texto sobre el cual también 
consultaríamos. La idea no es que esto interfiera, sino que rápidamente buscaríamos la forma de 
resolver el asunto. 


SEÑOR PASQUET.- Para estos delitos hay plazos breves y por eso aspiro a que podamos votarlo el 
próximo martes. 


SEÑOR MICHELINI.- Mi deseo es que se vote en el Senado el mismo martes de la semana que viene. 


SEÑORA MOREIRA.- Como el señor Senador Pasquet sabe, somos muy cuidadosos de las 
prescripciones y francamente no estamos dilatando la resolución de este asunto ni actuando de mala fe 
en el sentido de pensar que de esa forma van a correr las prescripciones del caso. 


SEÑOR PASQUET.- Descuento que sea así. 


SEÑORA MOREIRA.- En caso de que su sector lo planteara, yo también lo descontaría. Simplemente 
estamos tratando de que esta Comisión pueda llegar a una solución relativamente consensuada 
respecto al tema de los fueros, que es muy delicado y siempre afecta la honorabilidad de las personas. 
Lo que nos anima es llegar a una solución de consenso. 


En ese sentido, postergar una semana el tratamiento de este asunto para que la Bancada 
pueda tener una declaración pertinente, no creo que afecte la sustancia del asunto. Quería dejar en 
claro que no existe ninguna picardía con respecto al tema de las prescripciones y los plazos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Personalmente no tengo ningún inconveniente en acompañar la postergación, 
sino que considero —teniendo en cuenta las palabras del señor Senador Michelini- que cuanto más 
breve sea el texto de la decisión, mejor le vamos a hacer al instituto porque creo que cuando 
empezamos a interpretar los textos constitucionales siempre hay un margen de discrepancia y un 
margen que no está regulado por la Constitución de la República. 


Bienvenida sea la posición que acaba de manifestar el señor Senador Michelini y que en la 
sesión del próximo martes se pueda considerar algún proyecto de resolución. 


SEÑOR MICHELINI.- Aquí hay un tema delicado, precisamente porque la suspensión de los fueros se 
aprueba por dos tercios de votos, y nosotros estamos tratando de que la decisión sea unánime. 
Supongamos que el Senado por mayoría determina que no hay fueros, pero aparentemente los hay; 
nosotros preferimos que luego no se dé una discusión, pues si la Jueza entiende que hay fueros y el 
Senado, por mayoría, dice que no los hay, podría luego expresarse que la votación no contó con los 
porcentajes correspondientes. Me parece que si demoramos tres o cuatro días en redactar una 
resolución a nivel del Senado que sea bien amplia, aun cuando tal vez se trate de un texto corto por 
reconocer que esa es la única forma de hacerlo, estaremos evitando que alguien diga que se pidió el 
levantamiento de fueros y que había que resolver si se accedía o no. Si el Senado por una vía oblicua 
entiende que no hay fueros, puede generar un antecedente y mañana, por mayoría, decir que no los 
hay. De esta forma, estamos levantando los fueros por mayorías que no corresponden. 


Los temas siempre son delicados y puede haber interpretaciones diferentes, pero solo 
tenemos que esperar algunos días para resolver. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin ánimo de comenzar a polemizar, simplemente deseo adelantar algunos 
razonamientos que me parece pueden llegar a ser compartidos. Digo esto porque acá trabajamos 
juntos y porque además este es un tema que nos atañe a todos; precisamente, lo debemos cuidar y 
preservar ya que se trata de un instituto de larga data que tiene su razón de ser. 


Decía que cuanto más breve sea la reflexión, mejor, y ello obedece a dos razones. En primer 
lugar, creo que debemos tomar una resolución, porque de no hacerlo estaríamos otorgando el amparo 
de los fueros. En segundo término, la resolución debería ser lo más breve posible, porque el 
fundamento en función del cual llegamos a la conclusión que compartimos con el señor Senador 
Moreira no reposa exclusivamente en el hecho de que no tenía fueros el día en que sucedió lo que 
realmente ocurrió. ¿Por qué digo esto? Porque el instituto de los fueros tiene un alcance que en 
apariencia está claramente determinado, pero puede suceder que mañana se pida el desafuero de un 
Legislador titular por un hecho ocurrido antes de ocupar la banca. En ese caso, tal vez el Parlamento 
pueda llegar a la conclusión de que le corresponde el amparo del instituto de los fueros. Esta es una 
hipótesis posible. Entonces, si nosotros respondiéramos al Juez que en este caso no corresponde 
hacer lugar al desafuero porque no tenía fueros el día en que ocurrió lo que sucedió, me parece que no 
estaríamos recorriendo un camino acertado hacia el futuro y estaríamos dejando sentado un 
precedente que, como sabemos, puede ser discutible. Por eso sugería elaborar una resolución lo más 
breve y concreta posible, que inclusive no necesitaría un fundamento expreso de esas características. 


SEÑOR MICHELINI.- En función del caso que plantea el señor Presidente, relativo a un titular al que 
se le pide el desafuero por hechos cometidos antes de ser electo, creo que se podría dar una situación 
en la que la Cámara de Senadores o la de Representantes, por mayoría, determinaran que no le 
corresponde el instituto de los fueros. 


El tema es delicado; tal vez haya que redactar algo breve, pero una vez que resolvamos ir 
por este camino nos tenemos que tomar algunos días para adoptar una decisión. Adelantamos que 
aceptamos sugerencias, sobre todo en el sentido de llegar a un texto que sea de consenso. 


SEÑOR MOREIRA.- El señor Senador Michelini reiteradamente ha hablado de exoneración de 
responsabilidad por las opiniones o los dichos. Si no me equivoco, el artículo 112 de la Constitución 
establece una exoneración de responsabilidad de los Senadores y los Representantes “por los votos y 
opiniones que emitan durante el desempeño de sus funciones”. Esto no ocurre en el caso que nos 
ocupa, porque se emitió una opinión que no fue expresada en el ejercicio de la función de Legislador, y 
ello quedó claro por la cronología que obra en los antecedentes de la Comisión. Otra cosa es la 
acusación criminal que figura en el artículo 114. Entonces, podemos precisar nítidamente algunas 
situaciones. 


El señor Muguruza podría haber sido alcanzado si en el desempeño de sus funciones, por 
ejemplo, hubiera volcado esa opinión. En esa situación podría no ser responsable por los votos y 
opiniones; esto podría discutirse. No sucede lo mismo ante la acusación criminal, en este caso, por una 
opinión vertida fuera del desempeño del cargo. Además, de acuerdo con todos los informes que fueron 
acompañados en la Comisión, el fuero no alcanza a los suplentes. Incluso —esto lo hablamos hace 
unos días— se discute si el propio Vicepresidente de la República tiene o no fueros por esa condición 
tan especial que le asiste. Quizás sean cosas perimidas, pero también he visto esa opinión reflejada en 


alguna doctrina. Sin duda, se trata de un tema delicado, pero en términos generales el principio es que 
no tiene fueros. 


SEÑOR GAMOU.- Antes que nada, quiero expresar mi absoluto acuerdo con lo manifestado por el 
señor Senador Michelini. No es un secreto mi discrepancia en minoría. En realidad, tenía una posición 
y perdí, pero soy un hombre disciplinado. 


Aquí hay dos temas a los que me quisiera referir. Me parece que de las cosas más 
importantes e interesantes que sucedieron en la sesión del Senado, cuando se trató el desafortunado 
pedido de desafuero del señor Senador Nin Novoa, fue la intervención del señor Senador Da Rosa. En 
ese sentido, aspiro a que prontamente nos pongamos a reglamentar y legislar esto que nadie entiende: 
el tema del desafuero. 


Ahora bien, pedí la palabra porque me parece algo peligroso lo que acaba de decir el señor 
Senador titular Moreira. En ese sentido, quien habla, es decir el Senador itinerante dice lo siguiente. 
¿Qué significa en el ejercicio de la función? Creo que debemos entendernos; en el último año del 
Período, la función del Parlamento termina —si no me equivoco— el 15 de setiembre. En ese momento 
el Legislador no está ejerciendo, pero en la campaña electoral puede decir cualquier tipo de 
barbaridad. En ese caso, qué pasa, ¿tampoco corre el fuero parlamentario? Desde que me conozco 
nunca escuché que se le pidiera el desafuero a nadie por dichos durante una campaña electoral. Por lo 
tanto, creo que es peligroso el tema del ejercicio o no de la función. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite, señor Senador? 
SEÑOR GAMOU..- Pido disculpas al señor Senador, pero primero voy a terminar el concepto. 


Creo que se debe aclarar el tema, es decir: o hay libertad por dichos y votos, o no la hay, 
dependiendo de si uno ejerce o no. Además, aprovechando mi condición de Senador y Representante 
itinerante, me pregunto si me pidieran el desafuero, a dónde se deberían dirigir, ¿a la Cámara de 
Representantes o a la Cámara de Senadores? Dependerá de dónde esté ejerciendo mi función. Pero si 
es después del 15 de setiembre, donde no hay tarea legislativa, ¿yo no tengo fueros, de acuerdo a 
esta concepción un tanto restrictiva del señor Senador titular Moreira? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea no es polemizar. La Constitución es muy clara y establece que los 
Legisladores tenemos fueros desde el día de nuestra elección —no desde el día de la toma de 
posesión— hasta el 15 de febrero del año en que asuman los nuevos Legisladores, más allá de que 
estemos o no en receso. 


SEÑOR MOREIRA.- El señor Senador “itinerante” Gamou dijo que era peligroso mi criterio y se sintió 
desprotegido. Quisiera decirle que los estatutos de privilegios de los Legisladores tienen tres artículos 
distintos en la Constitución. Uno de ellos, es el 112, que dice que los Senadores y los Representantes 
jamás serán responsables por los votos y opiniones que emitan durante el desempeño de sus 
funciones. Esto refiere a la irresponsabilidad por los dichos a los que aludía el señor Senador Michelini. 
Luego, el artículo 113 señala: “Ningún Senador o Representante, desde el día de su elección hasta el 
de su cese, puede ser arrestado, salvo en el caso de delito infraganti y entonces se dará cuenta 
inmediata a la Cámara respectiva, con la información sumaria del hecho”. 


Por último tenemos el artículo 114, que es al que hacía referencia el señor Presidente de la 
Comisión, donde se expresa que ningún Senador o Representante, desde el día de su elección, no ya 
de la asunción —tema sobre el cual el doctor Jiménez de Aréchaga habla con un criterio muy amplio— 

hasta el de su cese, podrá ser acusado criminalmente, ni aun por delitos comunes, sino ante su 
respectiva Cámara, la cual, por dos tercios de votos resolverá si hay lugar a la formación de la causa. 
De manera que se contempla al Legislador desde el momento de la elección por lo que el señor 
Senador no va a quedar desprotegido y seguramente lo protegerá la Cámara en la que esté en ese 
momento. 


SEÑOR PASQUET.- Quizás nos estemos adelantando a las consideraciones que vamos a realizar el 
próximo martes, pero quiero aclarar que una cosa es la irresponsabilidad por votos y opiniones a que 
refiere el artículo 112 y, otra distinta, el fuero del artículo 114, que consagra una prerrogativa o privilegio 


procesal que es la de que no se puede procesar si la Cámara respectiva no levanta el fuero. Ahora 
bien, aquel a quien se pretenda responsabilizar por sus votos y opiniones, antes de que se llegue al 
pedido de desafuero, tiene la defensa del propio artículo 112 por el cual es irresponsable por sus 
dichos en el ejercicio de sus funciones. Y eso es así aun ante acciones civiles porque, ¿hasta dónde 
llega el ejercicio de las funciones? No creo que dependa de un criterio geográfico o temporal, esto es, 
si estamos dentro del término del mandato -desde el día de la elección hasta el de su cese- pero 
puede depender del tema que se trate. Voy a poner el ejemplo de un Legislador que es socio de un 
club de fútbol y participa en las decisiones de la directiva. Si en el seno de esa directiva, por cuestiones 
del club y por razones futbolísticas, agravia a sus compañeros, está claro que eso no tiene que ver con 
el ejercicio de sus funciones, cualquiera sea la forma en que interpretemos eso. En ese caso, sería 
responsable por sus dichos y no lo ampara la irresponsabilidad del artículo 112. Ahora, si en una 
campaña electoral opina de temas públicos, de los que debe tratar por su función, personalmente 
creo que en ese caso sí está amparado aunque no haga las declaraciones en el recinto de la Cámara o 
de la Comisión. En algún caso la distinción puede ser compleja y situarse en una zona gris, pero me 
parece que en los extremos hay zonas que son bien claras, tanto para entender que está comprendido 
como para lo contrario. 


SEÑORA MOREIRA.- Quiero dejar sentadas dos o tres precisiones. 


En primer lugar, quiero formular una protesta por cómo se usó el caso del señor Muguruza 
cuando se discutió el desafuero del señor Senador Nin Novoa. Me parece que fue muy desafortunado 
lo que sucedió y especificamente me estoy refiriendo a las propias palabras del señor Presidente de la 
Comisión. 


(Intervención del señor Presidente de la Comisión que no se oye) 


Puedo dejar sentada mi posición porque estoy haciendo uso de la palabra y, 
específicamente, me refiero a las palabras del señor Presidente de la Comisión. Simplemente quiero 
decir que me pareció desafortunado usar la discusión que tuvimos en la Comisión a propósito del señor 
Muguruza para el caso del señor Senador Nin Novoa. Creo que hay razones de gentileza y respeto 
hacia las personas que nos obligan, en nuestros fueros íntimos, a no usar el nombre y el cargo de 
alguien para discutir el caso de otra persona. 


Por otra parte, insisto en que la suspensión de los fueros parlamentarios fue solicitada por 
una Jueza que entendió que el Legislador tenía fueros. Se debe tener en cuenta la nota de prensa, los 
días en que el señor Muguruza estuvo ocupando el cargo de Senador y los informes de los juristas que 
claramente indican que cuando el suplente ocupa el cargo de Senador, ante la imposibilidad del titular 
de estar en el cargo, sí está amparado por los fueros. Tenemos la cronología de los días en los que el 
señor Muguruza fungió como Senador pero existe una cierta ambigúedad en lo que señala el diario “El 
Cambio” de Salto del día viernes 15 de mayo, porque se refiere a los dichos de Muguruza pero no dice 
exactamente en qué día se produjeron ya que habla de una reunión anterior. Por estas razones podría 
caber que una Jueza entendiera que efectivamente tenía fueros y por esa razón hace la solicitud. 


Entonces, quiero dejar sentado que la cuestión de los fueros está vinculada a que existe un 
pedido de una Jueza y que parecía verosímil esa presunción dado el itinerario de la ocupación del 
cargo de Senador por parte del señor Muguruza, quien en mayo estuvo en lugar del señor Senador 
Fernández Huidobro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Personalmente no acepto la primera parte de las expresiones vertidas por la 
señora Senadora Moreira. Me parecen fuera de lugar y un atrevimiento porque no tienen el más 
mínimo fundamento. En lo personal, no abusé en nada y argumenté con la verdad porque tenemos los 
diarios de sesiones de las Comisiones en donde surge claramente que el señor Senador Gamou, en 
nombre de la Bancada del Frente Amplio, mocionó para que aquí se decidiera no hacer lugar al pedido 
de desafuero. Por lo tanto, si a la señora Senadora no le gustó, lo lamento; va a tener que ir 
acostumbrándose, de vez en cuando, a llevarse una paliza desde el punto de vista argumental. Es así 


la ley de la vida política, cuando se hace con respeto, como lo hice en mi caso, y sin recurrir a ningún 
artilugio. Es más; creo que fuimos muy sinceros con respecto a la situación del señor Senador Nin 
Novoa. Quiero ver si algún día un Legislador del Frente Amplio dice lo que expresé cuando terminé mi 
exposición, en cuanto a que el señor Senador Nin Novoa es inocente. Quiero ver si algún día lo hacen. 
De todas formas, cada uno tiene el derecho de dejar su constancia. 


SEÑOR GAMOU.- No voy a aceptar que se traten como un atrevimiento las palabras vertidas por la 
señora Senadora Moreira, porque realmente me parece que haber considerado el caso del señor 
Muguruza en el momento que se estaba tratando el tema del desafuero del señor Senador Nin Nova 
estaba absolutamente fuera de lugar, más allá de que el señor Presidente se haya referido a mi 
persona. Lo que dije, dicho está, y no lo voy a negar, pero cuando estamos hablando del oro no 
podemos referirnos a la plata; cuando estamos hablando de Peñarol no podemos hablar de Nacional. 
¿Qué tiene que ver la posición del Partido Nacional en cuanto al desafuero del señor Senador Nin 
Novoa y su posición respecto al desafuero del señor Muguruza? También puedo hacer 
interpretaciones, pero no voy a permitir que se diga que es un atrevimiento. La señora Senadora tiene 
todo el derecho del mundo a quejarse y me parece que el Presidente, cuando está haciendo uso de la 
palabra un miembro de la Comisión de Constitución y Legislación, no puede interrumpir lo que está 
diciendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la señora Senadora expresó todo lo que tenía para decir. De todas 
maneras, no estaba fuera de lugar el planteo, porque estábamos hablando del instituto de los fueros. 
¿Cómo va a decir que está fuera de lugar? Dejar en claro que una Bancada política tiene una posición 
respecto al fuero si se trata de un compañero y una distinta si se trata de otro Legislador, me parece 
que es de toda lógica. Si quieren seguir discutiendo el tema, así lo haremos, no hay ningún problema. 
Siempre los vamos a amparar en el uso de la palabra, incluso en aquellos casos en que consideremos 
que puede haber un atrevimiento. 


Si ningún señor Senador quiere hacer uso de la palabra, este tema será analizado en la 
próxima sesión y pasamos a considerar el segundo punto del Orden del Día: “Carpeta N* 606/2011. 
Embargo o arresto de buques de bandera nacional o extranjera”. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: este proyecto de ley estuvo a estudio en la Cámara de 
Representantes durante muchos meses. Se trata de un tema que nos compete a todos y que involucra 
a un gran giro comercial y de servicios a buques extranjeros. En su momento estos se vieron afectados 
a partir de algunas demandas laborales —lógicas y legítimas— que ponían como garantía al propio 
buque —en la medida que son barcos extranjeros—, el cual no podía salir a navegar. Todos sabemos lo 
que cuesta un buque parado en un puerto y ello significó pérdidas por cifras que multiplicaban por cien 
y por mil las demandas. Se insistió mucho en que se pusieran garantías que permitieran que si la 
demanda laboral se efectivizaba y el empleado tenía razón, pudiera pagarse en su conjunto. 


Este tema ha generado diferentes opiniones y ha pasado por diversos Jueces, hasta que en la 
Cámara de Representantes se llegó a este proyecto de ley que, según creo, fue votado por 
unanimidad. A mi entender, estaría ofreciendo una solución, porque permite que la demanda que se 
haga tenga relación con la garantía. De esta manera estamos protegiendo dos derechos a tutelar: el 
del demandante, que si la Justicia le da la razón, aspira a cobrar —la garantía necesaria o la garantía 
correspondiente a la demanda que hace- y, a la vez, el derecho del dueño de la embarcación de poner 
una garantía y con eso seguir trabajando. 


Lo ideal sería aprobar este proyecto de ley lo más rápido posible y sin modificaciones. 


SEÑOR PASQUET.- Por mi parte, estoy dispuesto a votar esta iniciativa en el día de hoy, ya que no me 
merece ningún reparo; por el contrario, la considero muy equilibrada. A propósito de ello, el distinguido 
abogado maritimista e integrante de la Asociación Uruguaya de Derecho Marítimo, doctor Fernando 
Aguirre Ramírez, que conoce muy bien el tema, me aseguró que el proyecto de ley es bueno y 
contempla todo lo que debe. 


Con las últimas disposiciones relacionadas con los pesqueros -que fueron agregadas 
recientemente— se ha logrado una solución de equilibrio, la solución transaccional que se estaba 
buscando. Según surge del articulado, funciona de la siguiente manera: hasta un determinado monto 


se puede pedir el embargo o el arresto sin contracautela, en cuyo caso el armador podrá sustituir 
ambos por el depósito de una suma que se fija en función de la cifra reclamada, con un pequeño plus. 
Ahora bien, si se pide el embargo o arresto por encima de la suma que indica la ley, la parte actora —o 
sea, quien lo solicite— tendrá que ofrecer contracautela. Entonces, la exigencia de contracautela es un 
moderador natural de las pretensiones eventualmente excesivas. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Cuál es el monto? 


SEÑOR PASQUET.- En esa conversación, que tuvo lugar hace un tiempo, se habló de entre 
US$ 60.000 y US$ 70.000. Así funciona el equilibrio del sistema... 


(Interrupción del señor Senador Michelini que no se oye) 


Claro, el que pide por encima del monto, tiene que ofrecer contracautela —ese es el freno— 
pero si la cifra está por debajo del monto, no debe hacerlo. Pero el armador sabe que depositando una 
suma que está dentro de lo que se maneja en la empresa marítima, puede superar la situación, dando 
al actor la tranquilidad que pide y permitiendo que el buque siga operando. 


En consecuencia, desde mi punto de vista —lo reitero—, este es un buen proyecto de ley que 
estoy dispuesto a acompañar en el día de hoy. Y desde ya propongo que se vote en bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar en bloque el proyecto de ley. 
(Se vota:) 

-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Hay que designar al Miembro Informante. 
SEÑOR MOREIRA.- Propongo que sea el señor Senador Pasquet. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota:) 

—7 en 8. Afirmativa. 


Pasamos a considerar el tercer punto del Orden del día relativo al Informe País de Uruguay 
al Comité de los Derechos del Niño. 


La Mesa da cuenta de que hemos recibido el informe solicitado a la División Estudios 
Legislativos. Así se da respuesta al pedido que nos hizo el Presidente de la Cámara de Senadores en 
el sentido de conocer el seguimiento realizado por el Parlamento uruguayo en el cumplimiento del 
artículo 44 de la Convención de los Derechos del Niño. 


El informe es muy claro y completo, y en él se especifica cuáles son las leyes en función de 
las que se ha trabajado en esta materia. Si los Senadores están de acuerdo, podemos aprobarlo. 


SEÑORA MOREIRA.- Perdón, señor Presidente. Lo que recibimos de la División Estudios Legislativos 
son las leyes y resoluciones que dan cuenta de cómo Uruguay ha seguido el artículo 44 de la 
Convención de los Derechos del Niño. ¿La Comisión debe aprobar cómo se ha hecho el seguimiento? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Presidente de la Cámara de Senadores recibió un oficio en el que se le 
preguntaba qué pasos se han dado en el cumplimiento del artículo 44 de la Convención de los 
Derechos del Niño —pues la propia Convención prevé que cada cierto tiempo los Estados informen 
sobre cómo han cumplido con sus disposiciones—, y él decidió enviarlo a esta Comisión. Por ello 
solicitamos a la División Estudios Legislativos que nos informara acerca de cómo se ha actuado en la 
materia. Finalmente, hemos recibido un informe sobre las leyes que se han aprobado, decretos, 
resoluciones de la Suprema Corte de Justicia, etcétera, todo lo que surge del texto y del CD que lo 
acompaña. 


Por lo tanto, la Mesa entiende que correspondería proponer al Senado de la República que 
responda en los términos que surgen del material enviado por la División Estudios Legislativos, salvo 
que se quiera ampliar la información o que alguien considere que habría que incluir otros elementos. 


SEÑORA MOREIRA.- En el artículo 44 se dice que los Estados Partes se comprometen a presentar 
informes, etcétera. Y lo que tenemos acá es una enumeración de leyes y después estarían los 
informes de lo que hace el Poder Legislativo en cada una de sus reparticiones. Según entiendo, 
nosotros solo daríamos cuenta de la cuestión legislativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde que nos expidamos en los términos del trabajo que hemos 
hecho sobre el tema en el Parlamento, más allá de que el informe se complementa con algunas otras 
resoluciones. 


Me parece que si seguimos el trámite de que el Senado apruebe esa respuesta, esta irá 
luego al Poder Ejecutivo a fin de que cumpla con el Convenio y dé la contestación pertinente. 


SEÑOR MICHELINI.- El Canciller ha enviado esta nota al Presidente de la Asamblea General, quien 
después nos la remitió a nosotros, y luego se solicitó a Jurídica que nos enviara las leyes que se 
elaboraron a partir del año 1988. En el artículo 44 se dice que el primer informe hay que hacerlo a los 
dos años de entrada en vigor la Convención y luego cada cinco años. No sé si este es el primero o si 
ya ha habido otros informes y, en este caso, cada cuánto se han hecho; no sé si ese informe lo va a 
realizar la Cancillería con lo que el Parlamento le aporte; no sé si lo hará el Presidente de la Asamblea 
General o si tanto la Cancillería como el Presidente de la Asamblea General están esperando que 
nosotros elevemos un informe más completo. 


Por lo tanto, aunque nos tomáramos una semana más sería bueno saber si ya ha habido 
informes, quién los ha hecho y si han servido para la o las personas que confeccionen el proyecto, o si 
somos nosotros los que debemos asumir esa tarea. 


Es la única duda que tengo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que es una competencia propia del Poder Ejecutivo a través de la 
Cancillería, es decir, del Presidente de la República en acuerdo con el Ministro de Relaciones 
Exteriores. Desconozco cómo se procedió en casos anteriores; probablemente haya otros informes 
pero lo que sucedió en este caso fue que el Canciller consideró oportuno pedir la opinión del Poder 
Legislativo. No quiere decir que el informe que se vaya a presentar sea el del Parlamento —será el del 
propio Poder Ejecutivo—, pero eso no quita que a los efectos de informarnos hagamos lo que sugiere el 
señor Senador Michelini. Podemos tomar contacto con la Cancillería, hablar con el señor Ministro y 
preguntarle qué antecedentes tiene, cómo se procedió en otras circunstancias y cuál es el propósito 
que se persigue con el informe del Poder Legislativo. 


SEÑOR MICHELINI.- Si optáramos por una visión restrictiva en la que debemos informar qué leyes hay 
y aportar elementos para que otros elaboren el informe, creo que habría que agregar otros materiales. 
Desconozco si hay estudios terminados, pero sé que existe una Comisión del Parlamento más 
vinculada a los temas de género y niñez que también ha hecho una evaluación acerca de cómo han 
impactado algunas leyes. Es decir que no solo se podría mencionar que se votó determinada ley, sino 
también agregar qué impacto tuvo, cuáles fueron los objetivos y si se cumplieron. 


Sigo pensando en la visión más restrictiva de brindar la información: si se ha arribado a 
conclusiones al respecto, las deberíamos agregar. Reitero que hay una Comisión del Parlamento —no 


sé si es bicameral-, vinculada con el Banco Interamericano de Desarrollo o con las Naciones Unidas, 
que estudia estos temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sabemos si el señor Presidente también le habrá pedido informes a esa 
Comisión. 


SEÑOR MOREIRA.- De acuerdo con lo que dice el señor Senador Gallinal, hay que leer la Convención 
de los Derechos del Niño para ver la amplitud de propósitos y tutelas que tiene, precisamente sobre los 
derechos del niño: el derecho a la vida, a la familia, a la libertad de expresión, a la salud, etcétera. Si 
hay alguien que tiene que dar respuesta sobre la aplicación de esta Convención y si se cumple con 
todas sus normas —que son muy generales—, es el Poder Ejecutivo. Entiendo que con limitarnos a 
enumerar algunas de las leyes que se han dictado no cumplimentamos el artículo 44. Por lo tanto, 
sería bueno averiguar por qué nos mandan esto a nosotros, que es un pequeño aspecto de la cuestión. 
El INAU tendrá que informar sobre los hogares de amparo, los lugares de privación de libertad, 
etcétera. Hay muchos organismos públicos que tienen competencia en la materia. Entonces, me 
parece que es una típica respuesta que debe dar el Poder Ejecutivo y tiene que ser abarcativa de la 
multitud de disposiciones tutelares que contiene la Convención; no se trata de que enumeremos cinco 
leyes que se hayan aprobado. Por ejemplo, se podrá decir que desde hace poco tiempo se están 
revisando los hogares de cuidados y que se están tomando una serie de medidas que tienen que ver 
con los derechos humanos de los niños, pero esa es una respuesta que, como es lógico, debe dar el 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo fui el que planteó que pasara a la División Estudios Jurídicos del 
Parlamento porque, a mi juicio, el informe que se puede obtener está referido a las leyes que se 
aprobaron. El Parlamento se expresa a través de leyes. Ahora bien, la Secretaria me indica —-y me 
parece muy oportuno el señalamiento que me hace-— que en la página 3 del Distribuido N* 863/2011 
aparece la nota de la Cancillería, donde en una parte se dice: “Al respecto, se informa que esta 
Secretaría de Estado se encuentra trabajando en coordinación con la Dirección de Derechos Humanos 
del Ministerio de Educación y Cultura, el Instituto de la Familia del Ministerio de Desarrollo Social 
(INFAMILIA) y el Instituto del Niño y el Adolescente del Uruguay (INAU), en la elaboración del informe 
de referencia con miras a su presentación el 20 de noviembre del presente año, fecha en que se 
conmemora un nuevo aniversario de la Convención. 


A los efectos de obtener toda la información necesaria y con el fin de asegurar un proceso 
participativo, que permita tener como resultado un informe amplio e integral, se ha entendido oportuno 
invitar al Poder Legislativo, Cámara de Senadores, a participar en su confección. 


En tal sentido, a través de la presente nota hago extensiva la invitación para que el Poder 
Legislativo, Cámara de Senadores, participe del proceso de elaboración del informe de referencia, a 
través de los mecanismos que el Señor Presidente entienda pertinentes”. 


Esto es lo que dice la nota que nos envió el señor Ministro Almagro el 13 de junio de 2011. 


SEÑOR PASQUET.- Coincidiendo con otros señores Senadores que han señalado lo mismo, entiendo 
que tenemos que aclarar exactamente cuál es el alcance de la cooperación que se nos pide porque 
tengo la impresión de que se trata fundamentalmente de una cooperación material. Podemos informar 
las leyes que hemos sancionado y otras medidas que podamos haber adoptado con relación al objeto 
de la Convención, pero esto no involucra emisión de opiniones o juicios ni nada que tenga sentido 
someter a votación. Creo que se trata de una tarea de colaboración material. Es más, me parece que 
nuestro Presidente perfectamente hubiese podido disponer que por Secretaría del Senado se 
buscasen los antecedentes y se remitiesen a la Cancillería. Me parece que ese hubiese sido un trámite 
posible para la solicitud. Entonces, coincido en que tenemos que determinar exactamente la 
colaboración que se espera que prestemos y que resolvamos el punto el martes próximo. Tengo la 
impresión de que con esto que nos envía la División Estudios Legislativos cumplimos perfectamente. 


SEÑORA MOREIRA.- En general, estas convenciones implican el seguimiento de varias partes, 
porque todos los Poderes del Estado se tienen que hacer responsables de cumplir con lo que dicen. 
Entonces, me parece que está muy bien informar sobre estas leyes y decretos que supuestamente 
tienen que ver con cuestiones de los niños. No sé cómo se hizo este seguimiento; supongo que 


pusieron la palabra “niños” y relevaron todas las leyes y decretos que había. Lo que no está —y quizás 
es lo que pide la Cancillería, pero puede que exceda lo que tenemos que hacer- es la información 
sobre qué aspectos de la Convención relevan o están tratando estas leyes, que son de muy diversa 
índole, porque en el listado no hay una descripción. Creo que lo ideal en un seguimiento de este tipo es 
que el Parlamento describa su actividad legislativa con una pequeña referencia sobre qué es lo que 
aprobó y qué relación tiene con tales y cuales artículos de la Convención. Esa sería una exposición 
completa; de esa manera se establecería que se aprobó determinada ley que tiene que ver con los 
artículos 42, 39 y 30 de la Convención y que versa sobre tal tema. Estos informes, en general son 
enviados a los organismos internacionales y con el fárrago de información que tienen, debe existir 
algún modo de cruzar la información. Me parece que enviar sólo el listado de leyes está bien, pero 
siguiendo un esquema de colaboración participativa, podríamos relacionar las leyes con los artículos 
de la Convención y hacer una breve exposición sobre la materia de las leyes. 


SEÑOR PASQUET.- Estoy de acuerdo con lo que señala la señora Senadora Moreira en el sentido de 
que sería mucho más útil presentar la información de la manera en que ella lo plantea. Pero creo 
también que esa no es tarea de esta Comisión. Ese trabajo lo tendría que derivar el Presidente del 
Senado a la Secretaría. 


SEÑORA MOREIRA.- La Comisión puede hacer una sugerencia; por tal razón, presenté la mía sobre 
cómo creo que el Poder Legislativo tiene que dar cuenta de su parte en el seguimiento de la 
Convención. 


SEÑOR PASQUET.- Me parece bien, pero no más de eso. Creo que con la cantidad de asuntos que 
tenemos para abordar, invertir horas en una tarea que es de la Secretaría, sería totalmente 
inapropiado. 


SEÑORA MOREIRA.- En ningún momento sugerí que este trabajo lo hiciera la Comisión, pero 
conociendo cómo es el mecanismo de las convenciones, me parece que solo el listado es poco si se 
trata de un esquema de colaboración participativa de los Poderes de Estado. Creo que dicho listado 
debería ir acompañado por lo menos con la vinculación de los artículos y la descripción mínima de las 
leyes. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Sintetizando las posiciones que se han vertido en la Comisión, quizás lo que 
podríamos hacer sea pedirle a la División Estudios Legislativos que haga un pequeño titulado —como 
sugiere la señora Senadora Moreira— sobre el alcance de cada una de las leyes aquí mencionadas. 
Creo que eso ayudaría mucho porque le da un poco más de cuerpo al listado que se pretende 
presentar. Estamos hablando, concretamente, de 17 leyes, tres decretos —que deben ser del Poder 
Ejecutivo—, una resolución y una acordada de la Suprema Corte de Justicia. No sé si en esto último 
corresponde que nos extendamos, pero por lo menos en las leyes que sancionamos en el Poder 
Legislativo podríamos incorporar un pequeño título similar a los que aparecen en la carátula de los 
distribuidos, con un alcance que vaya un poco más allá de la mera enunciación de los títulos de las 
leyes. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Creo que buena parte de las inquietudes del señor Senador Nin Novoa y de la 
señora Senadora Moreira se desvanecen porque al lado del número de la ley aparece el título que 
hace expresa referencia a su contenido. No se olviden de que seguramente existen otras leyes que 
también defienden los derechos del niño pero que no están aquí porque también hacen lo propio con 
los derechos del adolescente, del mayor y de las personas de la tercera edad. En este caso 
seguramente se eligieron específicamente las normas que están dirigidas a los niños. También es 
discutible lo que señalé, en el sentido de que esto se apruebe en el Senado, pues podemos enviárselo 
directamente al Presidente del Senado ya que fue él el que lo mando directamente. 


De todos modos, parece que hay consenso en que nos tomemos una semana más para 
pedirle a la División Estudios Legislativos si puede ser un poco más precisa y que, tal como decía el 
señor Senador Nin Novoa, confeccione un pequeño resumen sobre el alcance de la ley. 


SEÑOR MICHELIN!I.- En relación con los artículos de la Convención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, agradeceríamos a la División Estudios Legislativos el informe que 
nos remitiera y le enviaríamos la versión taquigráfica de la sesión de la Comisión para que, en función 
de lo que surge de ella, pueda elaborar un informe más completo. 


SEÑOR MICHELINI.- Me quiero referir a un tema que no está en el Orden del Día porque fue elevado 
al Plenario y tiene que ver con las huellas genéticas. 


La Comisión “aprobó” —entre comillas— este proyecto ad referéndum a partir de una charla 
que el Presidente iba a tener con los integrantes del Poder Ejecutivo que habían trabajado en el tema. 
Según una conversación que tuve en su oportunidad con el señor Senador Gallinal —Presidente de la 
Comisión—, estaban de acuerdo en todo lo que se había hecho y hacían referencia al agregado de un 
literal más en el artículo 5%, referido a que la extracción de ADN solo podrá ser realizada cuando la 
persona lo autorice expresa e inequívocamente y estando en conocimiento del fin para el que se ha de 
destinar. Obviamente, se trata de que la persona autorice a que se le tome el ADN y que se le explique 
por qué se va a hacer, pero hay excepciones. Antes de la conversación del señor Presidente con los 
integrantes del Poder Ejecutivo había dos excepciones: la muestras que se sacan en una situación 
criminal —porque ahí no hay a quién pedir autorización— y cuando el Juez lo determina. El señor 
Presidente me planteó —y yo también había tenido una inquietud al respecto— el tema de los violadores, 
pero la idea era hacer referencia a los perfiles genéticos de los procesados por la Justicia competente. 
Así se hizo, pero luego de hablar estos temas en la Bancada, la señora Senadora Moreira y algunos 
otros Senadores plantearon que faltaba una última excepción a la regla. Aclaro que no estamos 
cuestionando las tres que hay, sino que proponemos agregar otra en Sala, que correspondería que 
fuera el literal D), aunque quizás sería mejor intercalarlo para dejar para el final el que se refiere a la 
extracción que se disponga por el Juez competente porque, de alguna forma, ampara a todos los otros. 
Concretamente, este literal haría referencia a los dependientes del Ministerio del Interior y del 
Ministerio de Defensa Nacional que determine el Poder Ejecutivo. De esta manera, el Poder Ejecutivo 
podría incluir en el banco de ADN a algunas personas de ciertas dependencias del Ministerio de 
Defensa Nacional o del Ministerio del Interior que, por su situación actual o futura —por ejemplo, por 
manejar armas sofisticadas—, se entienda conveniente tener registradas. Incluso, podría servir para 
descartar de plano a ciertas personas que puedan verse involucradas en una escena de un crimen. 
Aclaro que se trataría solo de esos Ministerios y no del conjunto del personal. Obviamente, no incluiría 
a los administrativos, pero sí a otras áreas que muchas veces están en el medio de la lucha contra el 
delito y es bueno que no estén bajo sospecha. 


Este proyecto de ley ya no está en la órbita de esta Comisión, pero quería hacer esta 
aclaración para que tuvieran una idea del tema. Creo que este proyecto va a ser informado por el señor 
Presidente; no sé si se va a considerar en el día de mañana, pero si estamos de acuerdo, podemos 
ingresarlo en Sala. De lo contrario, seguramente igual lo presentaremos, aunque la idea no es iniciar 
una polémica al respecto. Además, es una facultad del Poder Ejecutivo y no una obligación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que todos los integrantes de la Comisión lo saben, pero quiero dejar 
claro que cuando aprobamos el articulado yo le había expresado al señor Senador Pasquet que me 
quedaban algunas dudas acerca del alcance de las excepciones. Después de culminada la Comisión 
me llamó el señor Senador Michelini, justamente manifestándome lo mismo: que le quedaban algunas 
dudas sobre las excepciones. Como consecuencia de ello, después de la reunión que mantuve con 
todos los integrantes de la Dirección de la Policía Técnica que habían concurrido a esta Comisión, 
estuvimos de acuerdo en introducir esos tres literales de manera tal de hacer una referencia expresa. 
Luego se consultó a cada Legislador respecto de si lo incluíamos de manera de evitar el cambio en 
Sala y todos dieron su conformidad. 


Ahora se introduce este cambio que parece tener sustento, pero lo que me pregunto es si no 
podemos evitar la facultad del Poder Ejecutivo y determinar a quiénes se incluiría. ¿Por qué dar una 
facultad al Poder Ejecutivo para que diga quién sí y quién no dentro del ámbito del Ministerio de 
Defensa Nacional y del Ministerio del Interior? De todas maneras —mañana lo voy a manifestar en 
Sala—- debo señalar que no conocía a fondo el tema vinculado a las huellas genéticas. Fue la señora 
Representante Tourné la que me informó sobre la importancia de este proyecto de ley. Después de que 
empecé a conversar con los entendidos en el tema me pareció una cuestión muy trascendente para 
combatir la delincuencia. Considero que deberíamos comenzar a andar en el sentido de que en el día 
de mañana exista un Registro de Huellas Genéticas de todos y no creo que se plantee ningún 
problema desde el momento en que el material que se utiliza solamente permite la identificación y 
ninguna otra cosa. 


SEÑOR MICHELINI.- Dejemos que esto madure. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Justamente, en el día de mañana vamos a informar que esto que estamos 
aprobando constituye un gran paso en comparación con lo que sucede en otras naciones, que no 
tienen la posibilidad de recurrir a las huellas genéticas. No debemos olvidar que se trata de un 
procedimiento que económicamente tiene su costo. Como recordarán los señores Senadores, se nos 
informó que cuesta US$ 200 si se realiza en forma individual, US$30 por persona cuando lo realicen a 
todos los procesados, y que por supuesto saldría muchísimo menos si abarcara a todos los 
ciudadanos. 


En definitiva, tenemos plazo hasta el día de mañana para decidir si le damos la facultad al 
Poder Ejecutivo o si directamente se establece a quienes incluiría. 


SEÑORA MOREIRA.- De acuerdo a lo manifestado por la bióloga que realizó la exposición, el Banco 
de Huellas Genéticas tiene utilidad solo si entran algunas personas, no toda la población nacional. 
Cuando buscan la coincidencia de los casos necesitan tener una población reducida y no contar con 
tres millones de personas. En este sentido, citó el ejemplo de que si se recolectan las huellas en un 
baño, no las pueden testear con toda la población sino que deben hacerlo con un banco reducido de 
huellas genéticas. 


Esta es la fundamentación de por qué no incluir a toda la población, además de otros 
aspectos filosóficos involucrados en esto. Asimismo, en función de los detalles técnicos que surgieron 
de la mencionada exposición, nos parece que sería el Poder Ejecutivo el que tendría que determinar 
qué parte de la población de los Ministerios de Defensa Nacional y de Interior podrían integrar este 
Banco. 


SEÑOR MICHELINI.- Coincido con que lo ideal sería que el proyecto de ley determinara a quiénes se 
incluye, pero es muy difícil hacer algo taxativo ya que vamos a dejar gente afuera o vamos a incorporar 
a otra que no debería estar, y a veces, en alguna de estas ramas todo es cambiante. Tengamos en 
cuenta que los delitos se resuelven cada vez más con prevención que con represión, por ejemplo, 
gracias a las cámaras puestas por los particulares. Insisto: se identifica a quienes realizan robos o 
hurtos vía imágenes de video 


Entonces, la idea es otorgar esta facultad al Poder Ejecutivo referida a esos dos Ministerios, 
y no a todo el personal, sino al que se determine. Quizás después, en el futuro, sea necesario 
incorporar algún otro contingente de integrantes de la población a este banco de datos, por lo que 
seguramente habrá que corregir la ley; ahora estamos hablando de una facultad. 


Agrego, señor Presidente, que he advertido otro pequeño detalle que pienso habría que 
corregir, pero no sé de qué manera. En el artículo 2% se dice: “Por huella genética digitalizada se 
entenderá el registro alfanumérico personal”, etcétera, pero no se aclara que de ahí en adelante en el 
proyecto de ley se le llamará ADN. Lo cierto es que salvo que demos por hecho que el concepto de 
ADN es entendible por todos aunque no esté en ningún diccionario, debería incluirse una explicación al 
lado de la sigla. Pienso que la resolución de este pequeño detalle podríamos encomendársela al señor 
Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que podríamos hacer es sustituir en todos los casos la sigla “ADN” por la 
expresión “Acido Desoxirribonucleico”, o incluir la aclaración entre paréntesis. 


SEÑOR PASQUET.- Sobre esta cuestión del Poder Ejecutivo y del literal D), propondría, como una 
variante a tener en cuenta, que se haga referencia a los dependientes del Ministerio del Interior y del 
Ministerio de Defensa Nacional que determine la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo; es decir 
que con esto apunto a que el tema se rija por un reglamento y no por decisiones individuales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, mañana en Sala incluiríamos ese literal al artículo 5% y, como dije, 
todas las veces en que se haga mención a “ADN”, agregaríamos, entre paréntesis, “Ácido 
Desoxirribonucleico”. 


(Dialogados) 
Dese cuenta de un asunto entrado fuera de hora. 
(Se da del siguiente:) 


SEÑORA SECRETARIA.- La agrupación de obreros y familiares de la ex textil Ferrés que fueron 
destituidos por el Decreto del 4 de julio del año 1973 solicita una entrevista con la Comisión por no 
encontrarse contemplados totalmente por las leyes reparatorias Nos. 18.033 y 18.596 dictadas 
oportunamente. 


A su vez, se repartió el anexo de un distribuido relacionado con la Carpeta N* 600 del año 
2011, que contiene las disposiciones citadas con la ley de elecciones actualizada respecto a la elección 
de representantes del MERCOSUR. 


SEÑORA MOREIRA.- Me gustaría saber por qué vienen disposiciones citadas sobre la elección de los 
representantes del MERCOSUR. 


SEÑORA SECRETARIA.- Porque hay un proyecto de ley en ese sentido. 
SEÑORA MOREIRA.- ¿Hay un proyecto de ley para la elección de parlamentarios del MERCOSUR? 


SEÑORA SECRETARIA.- Si, señora Senadora. Lo que sucedió fue que en el momento en que repartió 
la Carpeta N* 600, la Secretaría no pudo elaborar un repartido con las disposiciones citadas porque 
eran muy complejas y, por tanto, se distribuyeron hoy. Se trata de una carpeta presentada por el señor 
Senador Lamorte. 


SEÑOR MICHELINI.- El problema es que hubo tres países que no cumplieron con los preceptos y, 
entonces, el Tratado cayó. Por la información que tengo, se firmaría otro tratado para volver a las 
características anteriores de representación igualitaria y comenzar nuevamente con el periplo, pero hoy 
no existe el Parlamento del MERCOSUR. 


SEÑOR NIN NOVOA.- No solo ocurre eso, sino que el Tratado del MERCOSUR también establecía 
que en el año 2010 —según creo- se tenía que elegir a todos los representantes por voto directo de la 
ciudadanía y el único país que lo cumplió fue Paraguay. En consecuencia, las otras representaciones 
quedan como invalidadas y por eso se necesita un nuevo tratado que se ajuste a la realidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que no hay motivos para discutir este tema porque es un proyecto 
que presentó un señor Senador y la Secretaría trabaja de manera tan eficiente que ya preparó un 
informe complementario. Entones, en el momento en que se considere el proyecto de ley, si es que se 
hace, ingresaremos a discutirlo. 


SEÑORA MOREIRA.- De todos modos, la Secretaría es oportuna porque de aquí al año 2014 vamos a 
tener que discutir un proyecto de ley sobre elección directa de parlamentarios del MERCOSUR. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no, señora Senadora, porque antes tenemos que reformar la 
Constitución. 


SEÑOR PASQUET.- Solicito que se incluya en el Orden del Día —en el lugar que les parezca-— el 
proyecto de ley que presenté sobre la consagración del deber de imparcialidad de los Jueces, a efectos 
de poder discutirlo en algún momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cabe recordar que estamos esperando los informes correspondientes sobre el 
tema de legítima defensa. 


SEÑOR MICHELINI.- Si bien estamos esperando estos informes —creo que tenemos algunos— tengo 
la sensación de que deberíamos abordar el tema porque se están haciendo interpretaciones diversas. 
En su momento se legisló sobre el tema con una visión restrictiva —nos guste o no, es lo que había—, 
pero ahora los Jueces lo están haciendo con una visión mucho más amplia. Entonces, tanto los Jueces 
como la realidad misma están modificando el propio Derecho. Pero a mí me gustaría que, cuando se 
considere, contemos con un comparativo entre el proyecto del señor Presidente, la ley actual y la 
propuesta de modificación —creo que esta última está en el ámbito de la Cámara de Representantes— 
de forma de tener una idea más cabal y así poder, informe mediante, reflexionar en voz alta. Creo que 
en cuanto a este tema cabe preguntarse dónde termina la legítima defensa. Digo esto porque, en 
determinado momento, esta era válida solo en el cuarto en el que uno se hospedaba, pero ahora ya 
rige en toda la casa y fuera de ella o del comercio. No estoy diciendo con esto que me incline por una u 
otra opción, pero sería bueno que eso quedara claro para todo el mundo; que no suceda que si actúa 
determinado Juez, uno puede perseguir al que robó por donde sea, pero si actúa otro, si no estás 
agarrado a la mesa de luz no se trata de legítima defensa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por tanto, confeccionaremos un comparativo entre la ley vigente —artículo 26 
del Código Penal- el proyecto de ley que presentamos nosotros y los artículos del proyecto del Código 
Penal que se presentó en la Comisión de Constitución de la Cámara de Representantes que refieren a 
la legítima defensa. 


Creo que es oportuno lo que plantea el Senador Michelini, porque en su informe el doctor 
Cairoli plantea que está de acuerdo con la exposición de motivos del proyecto que yo presenté, pero 
no así con su redacción. Ahora bien, contamos con su opinión, que se expone en el proyecto del 
Código Penal. Por tanto, como dije, me parece muy atinada la idea de hacer un comparativo. 


SEÑOR MICHELINI.- De todos modos, creo que cuando uno tiene un proyecto muy elaborado, la idea 
es no tocar nada. Ahora bien, el problema es que los Jueces dan interpretaciones diversas y todas son 
válidas; creo que al menos deberíamos reflexionar sobre esos aspectos. 


SEÑOR MOREIRA.- Con respecto a ese punto, quiero decir que me parece que ninguna norma va a 
asegurar que los Jueces no tengan visiones diferentes sobre un mismo punto, sea cual sea la 
modificación que se haga. En realidad, el alcance de la legítima defensa y las interpretaciones 
judiciales se han hecho mucho más omnicomprensivas porque, al darse un fenómeno de delincuencia 
cada vez más violenta, los Jueces aprecian la falta de agresión ilegítima y de provocación suficiente en 
función de otros parámetros. Es decir, la realidad cambia a veces la tendencia de la propia 
jurisprudencia. Eso es así y no vamos a poder evitarlo mediante ninguna norma, por más perfecta que 
sea. Pienso que hay institutos que la realidad obliga a revisar, ya que la evolución es permanente. 


Adelanto que la semana que viene voy a plantear en el Senado la formación de una comisión 
especial de seguridad pública, como habíamos hecho en el período pasado. Creo que la visita del 
Ministro del Interior fue positiva y se plantearon cosas interesantes, pero que están fuera del alcance y 
competencias de esta Comisión de Constitución y Legislación. Insisto en que el tema de la seguridad 
hoy requiere una atención especial —contamos, por ejemplo, con la Comisión de Seguimiento de la 
Situación Carcelaria- y no con el afán de criticar al Gobierno, sino con el de cumplir con nuestra 
misión de contralor parlamentario, que no es poco importante porque también es cierto que el Ministro 
habló aquí horas sobre el tema, dando cuenta de lo que se está haciendo, que es de interés general. 
Yo voy a hacer ese planteo, aunque no sé qué receptividad tendrá porque, como dije, ya lo hice una 
vez y no se consideró aceptable llevarlo adelante; en definitiva, quienes tienen la mayoría absoluta 
decidirán si se acepta o no la propuesta. Cabe señalar que los señores Senadores Pasquet, Lorier -que 
hoy no está presente— y quien habla, que integramos la Subcomisión de Abreviación de los Procesos 
Laborales, recibimos alguna opinión nueva sobre el tema. 


En el día de ayer el señor Senador Pasquet mencionaba que consideraba interesante 
incorporar —como objeto de estudio, comparación y posiblemente luego de aprobación o no- el 
proyecto de ley de la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR MICHELINI.- Ya tenemos los tres proyectos de ley: el del señor Senador Abreu, el de la 
Suprema Corte de Justicia y el del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengo entendido que solo estaban el proyecto de ley del señor Senador Abreu y 
el del Poder Ejecutivo. 


Reitero que el señor Senador Pasquet considera interesante recoger la opinión de la justicia 
especializada en materia laboral —que, en definitiva, es la que trata a diario estos temas— a efectos de 
evitar realizar otra modificación en el proceso y estar dentro de cuatro meses con el mismo problema 
de que los plazos son muy cortos. De lo contrario, estaríamos salvando las inconstitucionalidades y 
dejando pendientes detalles de procedimiento que provocarían nuevamente el estancamiento del 
proceso. 


Conocer la visión de los operadores del sistema judicial —Jueces y Tribunales, además de las 
diferentes Cátedras— sobre estos tres proyectos de ley sería de suma utilidad, ya que son ellos los que 
están día a día tratando estos temas; ello nos proporcionarían una visión práctica, por ejemplo, en 
cuanto a si el plazo de diez días es suficiente o no. 


Pregunto a los señores Senadores si están de acuerdo en coordinar una reunión con los 
operadores del sistema judicial —como lo hizo la semana pasada el señor Senador Pasquet con el 
Colegio de Abogados y con la doctora Rossi-— para culminar definitivamente con este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Subcomisión tiene potestad para tomar esa decisión. 


SEÑOR MOREIRA.- Realicé esta propuesta a efectos de ir informando en qué etapa estamos del 
proceso, debido al gran apremio que existe por la enorme cantidad de recursos de inconstitucionalidad 
presentados. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de esto, propongo que la Secretaría realice un comparativo 
entre la legislación actual y los proyectos de ley presentados por el señor Senador Abreu, el Poder 
Ejecutivo y la Suprema Corte de Justicia. Sería muy positivo contar con estos antecedentes. 


Por otro lado, y sin ánimo de crítica —porque aquí hay integrantes de todos los partidos 
políticos— el proyecto de ley a consideración está en esta Comisión y fue derivado a una Subcomisión. 
El problema en cuestión data del año pasado —lo recuerdo bien porque quien habla era el Presidente 
de dicha Comisión— y el proyecto de ley del señor Senador Abreu fue una respuesta. Incluso, solicitó 
que se considerara en Sala en más de una oportunidad. Sin embargo la respuesta fue que se estaba 
esperando el proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Finalmente, este proyecto de ley llegó y ahora está 
siendo estudiado por la Subcomisión. 


Considero que en este caso la responsabilidad es de toda la Comisión y no solo de la 
Subcomisión. Estoy de acuerdo en esperar una semana o quince días, pero si para fines de agosto no 
tenemos respuesta, considero —adelanto que lo voy a platear a mi Bancada- que deberíamos asumir la 
responsabilidad. Además, se trata de un tema que a esta altura debería estar resuelto. 


SEÑOR PASQUET.- Recibimos al Colegio de Abogados y posteriormente a la doctora Rosina Rossi. 


La doctora Rossi —invocando el parecer de los Magistrados de Primera y Segunda Instancia— 
reclamó una solución lo más rápida posible al problema, señalando que a esta altura hay alrededor de 
5.000 sentencias de inconstitucionalidad ya dictadas por la Suprema Corte de Justicia y muchísimos 
expedientes —no sé cuántos— que están esperando sentencia. 


Cabe señalar que el número de sentencias aumenta día a día porque cada demanda que se 
presenta suscita la correspondiente excepción de inconstitucionalidad. Reitero que la doctora Rossi 
solicita una rápida solución —evidentemente, será la que el Parlamento entienda adecuada-— porque la 
situación es apremiante. 


Por su parte, el Colegio de Abogados también abogó por una solución rápida, pero sostuvo 
que no alcanza con remediar las inconstitucionalidades señaladas por la Suprema Corte de Justicia, ya 
que dice que hay otros problemas -a los que hicieron referencia en su exposición— de carácter práctico, 
que tienen que ver con los plazos y la operativa. A su vez, reivindica que en su calidad de operador del 


Derecho, en contacto permanente con la materia y luchando en la baranda con estas cosas, puede 
determinar lo que efectivamente funciona y lo que no, y pretende soluciones que vayan más allá de 
corregir las inconstitucionalidades declaradas por la Suprema Corte de Justicia. En ese sentido abogan 
por la sanción del proyecto de ley enviado por la Suprema Corte de Justicia en su momento, puesto 
que consideran que es una propuesta equilibrada, que contempla lo que debe contemplarse y que 
tiene un criterio práctico. Lo mismo hizo -según opinión que aportó el señor Senador Moreira— el 
Instituto Uruguayo de Derecho Procesal, que insiste en que el proyecto de ley de la Suprema Corte de 
Justicia es el más equilibrado y el mejor. Esto fue lo que hablamos la semana pasada. 


Quiero agregar que me han llegado comentarios en el sentido de que los Jueces laborales de 
primera instancia están muy preocupados por la situación actual porque tienen serias dificultades para 
aplicar la ley vigente, para respetar sus plazos y para moverse en el marco que ella establece. Creo 
que si hasta ahora hemos esperado tanto tiempo, no estaría de más escuchar a estar personas que 
están en la primera línea de trabajo y de aplicación del área, más todavía que los abogados, porque la 
mayoría de ellos no se dedica exclusivamente al Derecho Laboral. Hay que tener en cuenta que los 
jueces laborales están todo el día trabajando en esta materia y por eso sería bueno que los de primera 
instancia nos dijeran qué es lo que más les preocupa, dónde están los problemas y sobre qué 
entienden que el Parlamento debe actuar más rápidamente. Una vez que escuchemos la opinión de 
estos Jueces estoy seguro de que los miembros de la Subcomisión podremos proponer a la Comisión 
los cursos de acción que entendamos pertinentes. Quizás nos pongamos de acuerdo o quizás no, pero 
en lo personal no tengo duda de que una vez que hayamos escuchado a los Jueces —lo que para mí es 
un dato necesario— podremos proponer un curso de acción para resolver esto lo antes posible. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Simplemente quiero destacar que entre el material que repartió la Secretaría se 
encuentra una separata de la Revista de Derecho Laboral que justamente publica una opinión en un 
editorial cuyo título es “Muy seria preocupación”, en el que escriben los Catedráticos de Derecho 
Laboral. Allí se refieren a la necesidad imperiosa de resolver este tema y está firmado por los doctores 
Barbagelata, Ermida Uriarte, Raso y Rosenbaum. La verdad es que pensé que estábamos más cerca 
de una solución, pero parece que la Cátedra tiene opiniones bastante encontradas respecto a este 
tema, ya que unos apoyan un proyecto de ley y otros uno diferente. Me parece que esto habría que 
resolverlo la semana que viene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, continúa el trabajo de la Subcomisión y esperamos que 
para la semana que viene podamos tener un informe al respecto. 


La Comisión también deberá definir cómo va a trabajar el tema del Código del Proceso 
Penal. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 18 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


